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DOCTRINA JURISPRUDENCIAL: RECURSOS DE UNIFICACIÓN DE JURISPRUDENCIA FEBRERO 2019 

1. Rol  N° 941-2018 de 13 de febrero de 2019 

Materia: Término de la relación laboral. 

Submateria: Aplicación supletoria del Código Trabajo en aquellas materias que no regula el 

Estatuto Docente del personal municipal. Despido indirecto. Nulidad del despido. 

El precepto citado, como ha señalado esta Corte con anterioridad, es una clara explicitación, 

para la situación en análisis, de la norma contenida en el inciso tercero del artículo 1° del Código 

del Trabajo, conforme al cual sus disposiciones constituyen el derecho común regulatorio de las 

prestaciones de servicios, pues se aplican en los aspectos no regulados en los estatutos que 

rigen para el personal a que se refiere el inciso segundo del referido artículo 1° del Estatuto 

Laboral. 

"Que, en consecuencia, existen distintas interpretaciones sobre una misma materia de derecho, 

esto es, sobre la procedencia de aplicar el artículo 171 del Código del Trabajo a los profesionales 

de la educación regidos por la Ley N° 19.070, y las consecuencias que se siguen de ello, esto es, el 

pago de las indemnizaciones sustitutiva del aviso previo y por años de servicio, y de la sanción que 

prevé el artículo 162 del Estatuto Laboral, por lo que corresponde que esta Corte se pronuncie 

acerca de cuál es la acertada. Para dilucidar el punto se seguirá la línea jurisprudencial establecida 

por este Tribunal en sentencia de casación de 27 de enero de 2001, ROL N° 3.696- 2000, de 

unificación de jurisprudencia de 7 de agosto de 2014, ROL N° 15.323- 2013 y de 3 de abril de 2017, 

ROL N° 95037-2016."  

"Que es necesario considerar, en primer término, que la acción interpuesta por la demandante es 

la consagrada en el artículo 171 del Código del Trabajo, conocida en doctrina como despido 

indirecto, pues imputó a su empleador haber incurrido en la causal de terminación del contrato de 

trabajo del N° 7 del artículo 160 del mismo cuerpo legal, esto es, incumplimiento grave de las 

obligaciones que impone el contrato. En otras palabras, es el trabajador quien decidió finalizar la 

relación laboral habida con la demandada por una causa que le es imputable, el artículo 71 del 

Estatuto Docente expresa: "Los profesionales de la educación que se desempeñan en el sector 



municipal se regirán por las normas de este Estatuto de la profesión docente, y supletoriamente 

por las del Código del Trabajo y leyes complementarias. El personal al cual se aplica este Título no 

estará afecto a las normas sobre la negociación colectiva". El precepto citado, como ha señalado 

esta Corte con anterioridad, es una clara explicitación, para la situación en análisis, de la norma 

contenida en el inciso tercero del artículo 1° del Código del Trabajo, conforme al cual sus 

disposiciones constituyen el derecho común regulatorio de las prestaciones de servicios, pues se 

aplican en los aspectos no regulados en los estatutos que rigen para el personal a que se refiere el 

inciso segundo del referido artículo 1° del Estatuto Laboral. En el presente caso, la aplicación 

supletoria del Código del Trabajo se encuentra dispuesta en términos categóricos y amplios, 

exceptuando sólo las normas "sobre negociación colectiva", lo que se explica por la particular 

forma de fijar las remuneraciones para estos dependientes." (Corte Suprema, considerando 6º). 

 

"Que, no obstante la nutrida normativa reguladora de la terminación del contrato, contenida en 

los artículos 72 a 77 del Estatuto Docente, no consultan normas que regulen el despido indirecto. 

La aplicación supletoria de un cuerpo normativo, en la especie el Código del Trabajo, no debe 

tener por objeto complementar aspectos secundarios o de mera reglamentación, pero sí 

corresponde darle aplicación frente a una situación sustantiva importante, una verdadera 

institución jurídico-laboral, regulada en dicho código. 

Además, la sanción por despido indirecto es básicamente el pago de indemnizaciones por años de 

servicios, prestación que debe pagar el empleador, Municipalidad o Corporación, cuando invoca la 

causal j) del artículo 72 del Estatuto Docente, causal que es la homologable con las necesidades de 

la empresa que hacen necesaria la separación de un trabajador, prevista en el artículo 161 del 

Código del Trabajo. 

La institución del despido indirecto obedece al sano propósito, e indiscutible interés jurídico, en 

orden a que las entidades empleadoras cumplan con las obligaciones que, conforme a la legalidad, 

las ligan con sus dependientes." (Corte Suprema, considerando 7º). 

"Que, de este modo, en el contexto señalado, si el empleador durante la relación laboral infringió 

la normativa previsional corresponde imponerle la sanción que contempla el artículo 162, inciso 

quinto, del Código del Trabajo; y, que en la especie, se acreditó el presupuesto fáctico que autoriza 

para obrar de esa manera, puesto que el empleador no enteró las cotizaciones previsionales en los 

órganos respectivos en tiempo y forma, siendo aplicable la punición mencionada, incluso frente a 

la vigencia del Estatuto Docente, por imperio de la norma de remisión supletoria, que, en caso de 

silencio en el estatuto especial, reconduce a aplicar las normas del derecho laboral general." 

(Corte Suprema, considerando 10º). 

2. Rol N° 15546-2018 de 13 de febrero de 2019 

Materia: Remuneraciones. 

Submateria: Ley N° 19.933 contempla beneficios de orden remuneracional. Beneficios a docentes 

del sector particular subvencionado. 



El incremento de la bonificación proporcional mensual de la Ley N° 19.933 corresponde a un 

beneficio destinado sólo a los profesionales de la educación del sector particular subvencionado, 

y no al municipal, por lo que, respecto de estos últimos, los fondos que se proveen por mandato 

de dicho cuerpo legal, sólo constituye un aumento de sus remuneraciones. 

"Que, a la hora de dirimir cuál de estas interpretaciones contradictorias es la correcta sobre la 

primera cuestión planteada, debe señalarse que esta Corte ya se ha pronunciado sobre el asunto 

en cuestión, inclinándose de manera consistente de un tiempo a esta parte, a la expresada en el 

fallo de base; en efecto, como se advierte de lo resuelto, por ejemplo, en las sentencias recaídas 

en los recursos de unificación números 8.090-17, 10.422-17, 25.003-17, 34.626-17, 36.784-17 y 

37.867-17 de 20 de noviembre de 2017, 14 de diciembre de 2017, 28 de mayo de 2018, 14 de 

febrero de 2018, 19 de febrero de 2018 y 22 de mayo de 2018, respectivamente, se concluyó que 

la Ley N° 19.410, en lo que interesa, instauró para los profesionales de la educación de los 

establecimientos del sector municipal la asignación denominada "bonificación proporcional 

mensual", pero que la Ley N° 19.933, como aquellos cuerpos legales que la antecedieron, no 

dispuso un aumento en la manera que pretenden los demandantes, sino que mejoró sus 

remuneraciones contemplando beneficios de orden remunerativo y ordenó que los recursos que 

se asignaban a los sostenedores, por la vía de acrecentar la subvención adicional, debían 

destinarse al pago de las remuneraciones, concretamente, a determinados rubros que indica. 

 

Lo anterior se confirma con lo expresado en el inciso 1° del artículo 9 del cuerpo legal en comento, 

norma que ordena aplicar los recursos que obtengan los sostenedores de los establecimientos 

educacionales del sector municipal, por concepto de aumento de subvención, de manera exclusiva 

al pago de las remuneraciones de los docentes. 

En cambio, el inciso 2°, tratándose de los recursos que reciban los de los establecimientos 

particulares subvencionados por el mismo concepto, determina que se destinen exclusivamente al 

pago de los beneficios que indica, entre ellos, el nuevo valor de la bonificación proporcional, que 

se obtuvo en razón del incremento otorgado por la Ley N° 19.715, por la vía de la sustitución que 

introdujo su artículo primero." (Corte Suprema, considerando 5º). 

"Que, de esta manera, la correcta interpretación de la materia de derecho es aquella que 

determina que la Ley N° 19.933, también las que antecedieron, no dispuso el aumento de las 

remuneraciones en la forma como lo pretenden los demandantes, pues las mejoró contemplando 

beneficios de orden remunerativo y dispuso que los recursos asignados se destinaran al pago de 

determinados rubros." (Corte Suprema, considerando 6º). 

"Que, por lo expuesto, corresponde rechazar el recurso que se analiza, al contener el fallo 

impugnado la tesis que esta Corte estima correcta." (Corte Suprema, considerando 7º). 

 

"Que, por otro lado, del contexto de la ley, teniendo en especial consideración lo dispuesto en el 

inciso 1° del artículo 9 de la Ley N° 19.933, ubicada en el Párrafo 2°, que se titula "Destinación 

exclusiva del incremento de la subvención", debe entenderse que el incremento en cuestión, no 



sólo no exceptúa a los establecimientos del sector municipal sino que contiene una clara regla 

acerca del destino que deben dar a los recursos que perciban con motivo de la misma Ley N° 

19.933. En igual sentido debe considerarse la norma del artículo 3 de la citada Ley N° 19.933, que 

dispone: "Los aumentos de remuneraciones de los profesionales de la educación del sector 

municipal que se produzcan como consecuencia de la aplicación de la presente ley...". En otros 

términos, los fondos que proporciona la ley se destinan a los docentes tanto del sector particular 

subvencionado como del municipal, sin distinción. Lo mismo sucede al interpretar la voz 

"sustituyese" que utiliza el artículo 1 de la Ley N° 19.933, por cuanto permite entender que se 

reemplazó el valor de la bonificación proporcional pero no sus beneficiados, desde que se refiere 

al bono proporcional del artículo 8 de la Ley N° 19.410, consagrado en el actual artículo 63 del 

Estatuto Docente, constituyéndola en un derecho para los docentes tanto de los establecimientos 

educacionales del sector municipal como del sector particular subvencionado." 

3. Rol N° 2330-2018 de 20 de febrero de 2019 

Materia: Requisitos de procedencia de recurso de unificación de jurisprudencia laboral. 

Submateria: Improcedencia del recurso cuando situaciones previstas en las sentencias no se 

pueden homologar. 

La situación planteada en la sentencia impugnada difiere de aquella de que tratan las de 

contraste, en tanto que en la primera aparece que la carta de despido no obstante haber sido 

remitida a un domicilio distinto llegó al demandante, en cambio en las otras tal circunstancia no 

quedó establecida, no concurre el requisito que se analiza, esto es, que se esté en presencia de 

situaciones que se puedan homologar. 

"Que de conformidad con lo dispuesto en los artículos 483 y 483 A del Código del Trabajo, el 

recurso de unificación de jurisprudencia procede cuando respecto de la materia de derecho objeto 

del juicio existen distintas interpretaciones sostenidas en uno o más fallos firmes emanados de 

tribunales superiores de justicia. La presentación en cuestión debe ser fundada, incluir una 

relación precisa y circunstanciada de las distintas interpretaciones recaídas en el asunto de que se 

trate sostenidas en las mencionadas resoluciones y que haya sido objeto de la sentencia contra la 

que se recurre y, por último, se debe acompañar copia fidedigna del o de los fallos que se invocan 

como fundamento." (Corte Suprema, considerando 1º). 

"Que la unificación de jurisprudencia pretendida por el demandante dice relación con determinar 

"la correcta interpretación que debe darse al artículo 162 incisos primero y octavo del Código del 

Trabajo, en concordancia con el artículo 454 N° 1 inciso segundo del mismo cuerpo legal", referido 

a los efectos de la falta de comunicación de la carta de despido." (Corte Suprema, considerando 

2º). 

 

"Que, en consecuencia, como la situación planteada en la sentencia impugnada difiere de aquella 

de que tratan las de contraste, en tanto que en la primera aparece que la carta de despido no 

obstante haber sido remitida a un domicilio distinto llegó al demandante, en cambio en las otras 



tal circunstancia no quedó establecida, no concurre el requisito que se analiza, esto es, que se esté 

en presencia de situaciones que se puedan homologar; razón por la que el presente recurso no 

puede prosperar y debe ser necesariamente rechazado." (Corte Suprema, considerando 6º). 

4. Rol N° 15291-2018 de 20 de febrero de 2019 

Materia: Remuneraciones. 

Submateria: Ley N° 19.933 contempla beneficios de orden remuneracional.  

La Ley N° 19.933, también las que antecedieron, no dispuso el aumento de las remuneraciones 

mediante el derecho a percibir el incremento de la bonificación proporcional mensual por parte 

de los profesionales de la educación del sector municipalizado, sino que las mejoró 

contemplando beneficios de orden remunerativo. 

"Que a la hora de dirimir cuál de estas interpretaciones contradictorias es la correcta, debe 

señalarse que esta Corte ya se ha pronunciado sobre el asunto en cuestión, inclinándose de 

manera consistente de un tiempo a esta parte, a la expresada en el fallo de base; en efecto, como 

se advierte de lo resuelto, por ejemplo, en las sentencias recaídas en los recursos de unificación 

números 8.090-17, 10.422-17, 25.003-17, 34.626-17, 36.784-17 y 37.867-17 de 20 de noviembre 

de 2017, 14 de diciembre de 2017, 28 de mayo de 2018, 14 de febrero de 2018, 19 de febrero de 

2018 y 22 de mayo de 2018, respectivamente, se concluyó que la Ley N° 19.410, en lo que 

interesa, instauró para los profesionales de la educación de los establecimientos del sector 

municipal la asignación denominada "bonificación proporcional mensual", pero que la Ley N° 

19.933, como aquellos cuerpos legales que la antecedieron, no dispuso un aumento en la manera 

que pretenden los demandantes, sino que mejoró sus remuneraciones contemplando beneficios 

de orden remunerativo y ordenó que los recursos que se asignaban a los sostenedores, por la vía 

de acrecentar la subvención adicional, debían destinarse al pago de las remuneraciones, 

concretamente, a determinados rubros que indica. 

Lo anterior se confirma con lo expresado en el inciso 1° del artículo 9 del cuerpo legal en comento, 

norma que ordena aplicar los recursos que obtengan los sostenedores de los establecimientos 

educacionales del sector municipal, por concepto de aumento de subvención, de manera exclusiva 

al pago de las remuneraciones de los docentes. 

En cambio, el inciso 2°, tratándose de los recursos que reciban los de los establecimientos 

particulares subvencionados por el mismo concepto, determina que se destinen exclusivamente al 

pago de los beneficios que indica, entre ellos, el nuevo valor de la bonificación proporcional, que 

se obtuvo en razón del incremento otorgado por la Ley N° 19.715, por la vía de la sustitución que 

introdujo su artículo primero." (Corte Suprema, considerando 5º). 

"Que, de esta manera, la correcta interpretación de la materia de derecho es aquella que 

determina que la Ley N° 19.933, también las que antecedieron, no dispuso el aumento de las 

remuneraciones en la forma como lo pretenden los demandantes, pues las mejoró contemplando 



beneficios de orden remunerativo y dispuso que los recursos asignados se destinaran al pago de 

determinados rubros." (Corte Suprema, considerando 6º). 

"Que, tal como ha sostenido esta Corte en numerosos fallos anteriores, -como aquellos dictados 

en los autos ingreso números 321-2014, 9.099-2014, 7.854-2015, 22.263-2014, 7.974-2015-, la 

sustitución de la base de cálculo de la bonificación proporcional mensual fue establecida en las 

leyes dictadas con posterioridad a su consagración, adicionando a los fondos contenidos en la Ley 

N° 19.410 aquellos destinados en las sucesivas modificaciones, dicha sustitución no puede 

entenderse como un aumento del beneficio exclusivamente para los profesionales de la educación 

de los establecimientos educacionales del sector particular subvencionado con exclusión de los 

docentes del sector municipalizado." (Corte Suprema, voto en contra del Ministro Sr. Blanco, 

considerando 1º).  

"Que, en efecto, debe considerar que tal prerrogativa fue instaurada e incorporada a las 

disposiciones permanentes del Estatuto Docente en sus artículos 63 y 65, consagrándose, 

entonces, como un derecho para los docentes tanto del sector municipal como del particular 

subvencionado, normativa que no ha sido modificadas, por lo que debe entenderse la bonificación 

proporcional constituye un rubro fijo en la renta de los profesionales de la educación." (Corte 

Suprema, voto en contra del Ministro Sr. Blanco, considerando 2º).  

"Que, por otro lado, del contexto de la ley, teniendo en especial consideración lo dispuesto en el 

inciso 1° del artículo 9 de la Ley N° 19.933, ubicada en el Párrafo 2°, que se titula "Destinación 

exclusiva del incremento de la subvención", debe entenderse que el incremento en cuestión, no 

sólo no exceptúa a los establecimientos del sector municipal sino que contiene una clara regla 

acerca del destino que deben dar a los recursos que perciban con motivo de la misma Ley N° 

19.933. En igual sentido debe considerarse la norma del artículo 3 de la citada Ley N° 19.933, que 

dispone: "Los aumentos de remuneraciones de los profesionales de la educación del sector 

municipal que se produzcan como consecuencia de la aplicación de la presente ley...". En otros 

términos, los fondos que proporciona la ley se destinan a los docentes tanto del sector particular 

subvencionado como del municipal, sin distinción. Lo mismo sucede al interpretar la voz 

"sustituyese" que utiliza el artículo 1 de la Ley N° 19.933, por cuanto permite entender que se 

reemplazó el valor de la bonificación proporcional pero no sus beneficiados, desde que se refiere 

al bono proporcional del artículo 8 de la Ley N° 19.410, consagrado en el actual artículo 63 del 

Estatuto Docente, constituyéndola en un derecho para los docentes tanto de los establecimientos 

educacionales del sector municipal como del sector particular subvencionado." (Corte Suprema, 

voto en contra del Ministro Sr. Blanco, considerando 3°).  

"Que, en consecuencia, para este disidente la correcta interpretación de la materia de derecho es 

aquella que determina que el aumento de la bonificación proporcional mensual establecido en la 

Ley N° 19.933 beneficia también a los profesionales de la educación municipal y debe pagarse 

como tal, conforme al procedimiento de cálculo previsto expresamente por el legislador, lo que 

coincide con las conclusiones del fallo impugnado, razón por la que en la materia examinada, no 

procede consolidar jurisprudencia en el sentido pretendido." 



5. Rol N° 12488-2018 de 20 de febrero de 2019  

Materia: Término de la relación laboral. 

Submateria: Improcedencia de sanción de nulidad del despido cuando el demandado es un órgano 

de la Administración del Estado. 

Resulta improcedente aplicar la sanción de nulidad de despido (artículo 162 del Código del 

Trabajo) cuando el demandado corresponde a un organismo público, por cuanto las 

contrataciones a honorarios fueron suscritas al amparo de un estatuto legal determinado. 

"Que, en efecto, y reafirmando lo sostenido en el motivo cuarto que antecede, esto es, que 

ostentando la sentencia que reconoce la existencia de una relación laboral un innegable carácter 

declarativo, procede aplicar la sanción de nulidad del despido frente a la constatación de no 

encontrarse enteradas las cotizaciones previsionales a la época del término de la vinculación. 

 

Sin embargo, tratándose, en su origen, de contratos a honorarios celebrados por órganos de la 

Administración del Estado -entendida en los términos del artículo 1° de la ley 18.575-, a juicio de 

esta Corte, concurre un elemento que autoriza a diferenciar la aplicación de la referida institución, 

cual es que fueron suscritos al amparo de un estatuto legal determinado que, en principio, les 

otorgaba una presunción de legalidad, lo que permite entender que no se encuentran típicamente 

en la hipótesis para la que se previó la figura de la nulidad del despido." (Corte Suprema, 

considerando 6º). 

"Que, en otra línea argumentativa, la aplicación -en estos casos- de la institución contenida en el 

artículo 162 del Código del Trabajo, se desnaturaliza, por cuanto los órganos del Estado no 

cuentan con la capacidad de convalidar libremente el despido en la oportunidad que estimen del 

caso, desde que, para ello, requieren, por regla general, de un pronunciamiento judicial 

condenatorio firme, lo que grava en forma desigual al ente público, convirtiéndose en una 

alternativa indemnizatoria adicional para el trabajador, que incluso puede llegar a sustituir las 

indemnizaciones propias del despido." (Corte Suprema, considerando 7º). 

"Que, en estas condiciones, no yerran los sentenciadores de la Corte de Apelaciones de Valparaíso 

al estimar que, en este caso, es improcedente aplicar la sanción de nulidad del despido consagrado 

en el inciso séptimo del artículo 162 del Código del Trabajo." (Corte Suprema, considerando 10º). 

 

"Que, de esta manera, si bien se constata la disconformidad denunciada en la interpretación y 

aplicación dada al precepto analizado en el fallo atacado en relación a aquélla de que dan cuenta 

las copias de las sentencias citadas como contraste, no constituye la hipótesis prevista por el 

legislador para que esta Corte, por la vía del presente recurso, invalide el fallo de nulidad y altere 

lo decidido en el fondo, por cuanto los razonamientos esgrimidos en lo sustantivo por la Corte de 

Apelaciones de Valparaíso para fundamentar su decisión de rechazar la pretensión de la 



demandante se ha ajustado a derecho, de tal forma que el arbitrio intentado deberá ser 

desestimado." (Corte Suprema, considerando 11º). 

6. Rol N° 3352-2018 de 20 de febrero de 2019  

Materia: Práctica antisindical del empleador. 

Submateria: Causal genérica de práctica antisindical no requiere probar malicia del empleador. 

Uno de los presupuestos necesarios para que se configure la práctica desleal, es, precisamente, 

que la acción u omisión desplegada por el sujeto activo perturbe, afecte la libertad sindical en 

todas sus manifestaciones ya sea individuales o colectivas, lo que no necesariamente significa 

que es menester que se concrete efectivamente la perturbación en el ejercicio del derecho a que 

se hace referencia, pues, en algunos casos, puede bastar que la acción u omisión sea 

inequívocamente atentatoria del mismo o que sus resultados sean sensatamente predecibles en 

ese sentido. Se debe inferir que no es necesario que se exija, menos que se pruebe, que el sujeto 

activo tuvo la intencionalidad o ánimo deliberado de violentar la libertad sindical, bastando que 

se acredite el supuesto que señala el inciso 1° del artículo 289 del Código del Trabajo. 

"Que la materia de derecho propuesta por el recurso es una cuestión jurídica respecto de la cual, 

en la actualidad, no hay diferentes interpretaciones que justifiquen unificar la jurisprudencia, pues 

la sentencia impugnada se ajusta al modo en que el asunto fue resuelto por esta Corte en la causa 

ingreso N° 92.904-16, entre otras, resolución en la que se establece que "... uno de los 

presupuestos necesarios para que se configure la práctica desleal, es, precisamente, que la acción 

u omisión desplegada por el sujeto activo perturbe, afecte la libertad sindical en todas sus 

manifestaciones ya sea individuales o colectivas, lo que no necesariamente significa que es 

menester que se concrete efectivamente la perturbación en el ejercicio del derecho a que se hace 

referencia, pues, en algunos casos, puede bastar que la acción u omisión sea inequívocamente 

atentatoria del mismo o que sus resultados sean sensatamente predecibles en ese sentido", 

concluyendo que "... se debe inferir que no es necesario que se exija, menos que se pruebe, que el 

sujeto activo tuvo la intencionalidad o ánimo deliberado de violentar la libertad sindical, bastando 

que se acredite el supuesto que señala el inciso 1° del artículo 289 del Código del Trabajo; sin que 

altere dicha conclusión la circunstancia que dicha norma, también los artículos 290 y 291 del 

citado estatuto, contengan descripciones típicas que necesariamente deben considerarse prácticas 

antisindicales, pues la interpretación debe ser restrictiva, en el sentido que tratándose de los casos 

que señalan, una vez configurados, la acción u omisión imperiosamente debe ser calificada como 

una de aquellas, lo que no es óbice a que si no se acredita el elemento subjetivo no pueda 

estimarse probada la conducta que sí afecta la libertad sindical, porque la primera disposición 

citada, que es la general, no lo exige; por lo tanto, solo corresponde discurrir al respecto en 

aquellos casos, citados a modo ejemplar, en que se alude a una exigencia concerniente a la esfera 

subjetiva del sujeto activo, la "malicia", v.gr., parte final de la letra a) de la citada disposición y la 

letra c) del artículo 397, tratándose de las prácticas desleales del empleador en la negociación 

colectiva". Por su parte, las resoluciones invocadas por la recurrente para justificar las diferentes 

interpretaciones son de fecha anterior a la antes reseñada." (Corte Suprema, considerando 5º). 



"Que, de esta manera, incluso en el evento de constatarse la disconformidad denunciada en la 

interpretación y aplicación dada al precepto analizado en el fallo atacado en relación a aquélla de 

que da cuenta las copias de las sentencias citadas como contraste, no constituye la hipótesis 

prevista por el legislador para que esta Corte, por la vía del recurso, invalide el fallo de nulidad y 

altere lo decidido en el fondo, por cuanto los razonamientos esgrimidos en lo sustantivo por la 

Corte de Apelaciones de Santiago para fundamentar su decisión se ha ajustado a derecho, de tal 

forma que el arbitrio intentado deberá ser desestimado." (Corte Suprema, considerando 6º). 

7. Rol N° 23208-2018 de 21 de febrero de 2019  

Materia: Requisitos de procedencia del recurso de unificación de jurisprudencia laboral. 

Submateria: Improcedencia cuando el fallo que motiva el recurso no se pronuncia acerca de la 

materia de derecho respecto de la cual se pretende unificación de jurisprudencia. 

El recurso  no podrá prosperar, ya que en el fallo que lo motiva no existe pronunciamiento sobre 

la materia de derecho respecto de la cual se pretende la unificación de jurisprudencia. 

"Que de conformidad con lo dispuesto en los artículos 483 y 483 A del Código del Trabajo, el 

recurso de unificación de jurisprudencia procede cuando respecto de la materia de derecho objeto 

del juicio existen distintas interpretaciones sostenidas en uno o más fallos firmes emanados de 

tribunales superiores de justicia. La presentación en cuestión debe ser fundada, incluir una 

relación precisa y circunstanciada de las distintas interpretaciones recaídas en el asunto de que se 

trate sostenidas en las mencionadas resoluciones y que haya sido objeto de la sentencia contra la 

que se recurre y, por último, se debe acompañar copia fidedigna del o de los fallos que se invocan 

como fundamento." (Corte Suprema, considerando 1º). 

"Que la unificación de jurisprudencia pretendida por el demandante dice relación con determinar 

la "normativa aplicable a una persona natural contratada a honorarios por organismos del Estado 

cuando en el desempeño de sus funciones estas últimas se hayan realizado fuera del marco legal 

que autorizó su contratación, y se hayan ejecutado bajo lo dispuesto en los artículos 7 y 8 del 

Código del Trabajo." (Corte Suprema, considerando 2º). 

"Que, hecho el análisis que imponen las normas mencionadas en el considerando primero, 

aparece que el recurso, en los términos planteados, no podrá prosperar, ya que en el fallo que lo 

motiva no existe pronunciamiento sobre la materia de derecho respecto de la cual se pretende la 

unificación de jurisprudencia. En efecto, discurre sobre la improcedencia de la causal de 

invalidación invocada, sin emitir juicio de fondo o interpretación relativa al punto planteado." 

(Corte Suprema, considerando 4º). 

 

 

 



8. Rol N° 26271-2018 de 26 de febrero de 2019  

Materia: Requisitos de procedencia de recurso de unificación de jurisprudencia laboral. 

Submateria: Improcedencia del recurso cuando situaciones previstas en las sentencias no se 

pueden homologar. 

La situación planteada en la sentencia impugnada difiere de aquella de que tratan las de 

contraste, en tanto que en la primera aparece que la carta de despido no obstante haber sido 

remitida a un domicilio distinto llegó al demandante, en cambio en las otras tal circunstancia no 

quedó establecida, no concurre el requisito que se analiza, esto es, que se esté en presencia de 

situaciones que se puedan homologar. 

"Que la unificación de jurisprudencia pretendida por la demandante se refiere con la "primacía del 

principio de la realidad por sobre los documentos y lo pactado verbalmente por las partes", 

respecto del régimen jurídico que se debe aplicar a la relación habida entre una persona natural y 

un organismo del Estado ligados por contratos a honorarios." (Corte Suprema, considerando 2º). 

 

"Que dada la conceptualización que el legislador ha hecho del recurso en estudio, constituye un 

factor necesario para alterar la orientación jurisprudencial de los tribunales superiores de justicia 

acerca de alguna determinada materia de derecho "objeto del juicio", la concurrencia de, a lo 

menos, dos resoluciones que sustenten distinta línea de razonamiento al resolver litigios de 

idéntica naturaleza. De esta manera, no se aviene con la finalidad y sentido del especial recurso en 

análisis, entender como una contraposición a la directriz jurisprudencial la resolución que pone fin 

a un conflicto sobre la base de distintos hechos asentados o en el ámbito de acciones diferentes, 

en tanto ello supone necesariamente la presencia de elementos disímiles, no susceptibles de 

equipararse o de ser tratados jurídicamente de igual forma." (Corte Suprema, considerando 3º). 

 

"Que, en consecuencia, como la situación planteada en la sentencia impugnada difiere de aquella 

de que tratan las de contraste, en tanto que en la primera no se asentó la existencia de índices de 

laboralidad, en cambio en las otras se los tuvo por acreditados concluyendo que la relación habida 

entre las partes se debe regir por las normas del Código del Trabajo, no concurre el requisito que 

se analiza, esto es, que se esté en presencia de situaciones que se puedan homologar; razón por la 

que el presente recurso no puede prosperar y debe ser necesariamente rechazado." (Corte 

Suprema, considerando 6º). 

 

9. Rol N° 8648-2018 de 26 de febrero de 2019  

Materia: Requisitos de procedencia de recurso de unificación de jurisprudencia laboral. 

Submateria: Improcedencia del recurso cuando situaciones previstas en las sentencias no se 

pueden homologar. 



La situación planteada en la sentencia impugnada difiere de aquella de que tratan las de 

contraste, en tanto que en la primera aparece que la carta de despido no obstante haber sido 

remitida a un domicilio distinto llegó al demandante, en cambio en las otras tal circunstancia no 

quedó establecida, no concurre el requisito que se analiza, esto es, que se esté en presencia de 

situaciones que se puedan homologar. 

"Que de conformidad con lo dispuesto en los artículos 483 y 483 A del Código del Trabajo, el 

recurso de unificación de jurisprudencia procede cuando respecto de la materia de derecho objeto 

del juicio existen distintas interpretaciones sostenidas en uno o más fallos firmes emanados de 

tribunales superiores de justicia. La presentación en cuestión debe ser fundada, incluir una 

relación precisa y circunstanciada de las distintas interpretaciones recaídas en el asunto de que se 

trate sostenidas en las mencionadas resoluciones y que haya sido objeto de la sentencia contra la 

que se recurre y, por último, se debe acompañar copia fidedigna del o de los fallos que se invocan 

como fundamento." (Corte Suprema, considerando 1º). 

"Que la unificación de jurisprudencia pretendida por la demandante dice relación con determinar 

si es procedente la aplicación supletoria del Código del Trabajo, respecto de la nulidad del despido 

y la declaración de indebido a profesionales de la educación regidos por la Ley N° 19.070." (Corte 

Suprema, considerando 2º). 

"Que, en consecuencia, como la situación planteada en la sentencia impugnada difiere de aquellas 

de que tratan las de contraste, no concurre el requisito que se analiza, esto es, que se esté en 

presencia de situaciones que se puedan homologar; razón por la que el presente recurso no puede 

prosperar y debe ser necesariamente rechazado." (Corte Suprema, considerando 6º). 

10. Rol N° 26225-2018 de 26 de febrero de 2019  

Materia: Término de la relación laboral. Indemnización. 

Submateria: Improcedencia de descuento del monto aportado a la cuenta individual de cesantía 

de la indemnización por años de servicio, cuando el despido es declarado injustificado. 

El despido fundado en la causal de necesidades de la empresa que fue considerada injustificada 

por el juez laboral, impide el descuento de la indemnización por años de servicio de lo aportado 

por el empleador al seguro de cesantía, por cuanto, de acuerdo al artículo 13 de la Ley N° 

19.728, tal deducción exige que el contrato de trabajo haya terminado por las causales del 

artículo 161 del Código del Trabajo. 

"Que, como ya lo ha señalado esta Corte en los autos Rol N° 2.778-15, "una condición sine qua non 

para que opere -el descuento- es que el contrato de trabajo haya terminado por las causales 

previstas en el artículo 161 del Código del Trabajo", agregando que "la sentencia que declara 

injustificado el despido por necesidades de la empresa priva de base a la aplicación del inciso 

segundo del artículo 13 de la ley ya tantas veces citada." (Corte Suprema, considerando 7º).  

 

"Que tanto la indemnización por años de servicio como la imputación de la parte del saldo de la 



cuenta individual por cesantía, constituyen un efecto que emana de la exoneración prevista en el 

artículo 161 del Código del Trabajo. 

En consecuencia, si el término del contrato por necesidades de la empresa fue considerado 

injustificado por el juez laboral, simplemente no se satisface la condición, en la medida que el 

despido no tuvo por fundamento una de las causales que prevé el artículo 13 de la Ley N° 19.728. 

Adicionalmente, si se considerara la interpretación contraria, constituiría un incentivo a invocar 

una causal errada validando un aprovechamiento del propio dolo o torpeza, por cuanto significaría 

que un despido injustificado, en razón de una causal impropia, produciría efectos que benefician a 

quien lo practica, a pesar que la sentencia declare la causal improcedente e injustificada. 

 

Mal podría validarse la imputación a la indemnización si lo que justifica ese efecto ha sido 

declarado injustificado, entenderlo de otra manera tendría como consecuencia que declarada 

injustificada la causa de la imputación, se le otorgara validez al efecto, logrando así una 

inconsistencia, pues el despido sería injustificado, pero la imputación, consecuencia del término 

por necesidades de la empresa, mantendría su eficacia." (Corte Suprema, considerando 8°). 

 

"Que, por otra parte, para resolver se debe tener en consideración el objetivo del legislador al 

establecer el inciso 2° del artículo 13 de la Ley N° 19.728, que no ha sido otro que favorecer al 

empleador en casos en que se ve enfrentado a problemas en relación con la subsistencia de la 

empresa, con una suerte de beneficio cuando debe responder de las indemnizaciones relativas al 

artículo 161 del Código del Trabajo. Es así como, tratándose de una prerrogativa, debe ser 

considerada como una excepción, y por lo tanto, su aplicación debe hacerse en forma restrictiva, 

lo que lleva a concluir que sólo puede proceder cuando se configuran los presupuestos del artículo 

161 mencionado, esto es, cuando el despido del trabajador se debe a necesidades de la empresa 

que hacen necesaria la separación de uno o más trabajadores, de manera que, cuando por 

sentencia judicial se ha declarado que tal despido carece de causa, no es posible que el empleador 

se vea beneficiado, siendo autorizado para imputar a la indemnización por años de servicio, lo 

aportado al seguro de cesantía." (Corte Suprema, considerando 9°). 

"Que, en tal circunstancia, no yerran los sentenciadores de la Corte de Apelaciones de Concepción 

cuando rechazan el recurso de nulidad interpuesto por la demandada fundado en la causal del 

artículo 477 del Código del Trabajo." (Corte Suprema, considerando 10º).  

"Que, sin embargo, conforme lo prescribe el artículo 13 de la citada ley, si el contrato de trabajo 

termina por las causales previstas en el artículo 161 del Código del Trabajo, el afiliado tiene 

derecho a la indemnización por años de servicios prevista en el inciso 2° del artículo 163 del citado 

código, calculada sobre la última remuneración mensual que define el artículo 172 del mismo, con 

un límite máximo de trescientos treinta días de remuneración, a menos que se haya pactado, 

individual o colectivamente, una superior, caso en el cual se aplicará esta última; prestación a la 

que se debe imputar la parte del saldo de la Cuenta Individual por Cesantía constituida por las 

cotizaciones que efectuó el empleador, más su rentabilidad, deducidos los costos de 

administración que correspondan, con cargo a las cuales el asegurado pueda hacer retiros en la 



forma que señala el artículo 15 de la misma ley; no pudiendo, en ningún caso, tomarse en cuenta 

el monto constituido por los aportes del trabajador. 

Por lo tanto, lo que el empleador está obligado a solucionar, en definitiva, es la diferencia que se 

produce entre el monto acumulado como resultado de su aporte en la citada cuenta y el 

equivalente a treinta días de la última remuneración mensual devengada por cada año de servicio 

y fracción superior a seis meses." (Corte Suprema, voto en contra de la Ministra Sra. Chevesich, 

considerando 3º).  

"Que, además, corresponde considerar que el inciso penúltimo del artículo 168 del Código del 

Trabajo dispone que si el juez establece que no se acreditó la aplicación de una o más de las 

causales de terminación del contrato consagradas en los artículos 159 y 160, se debe entender 

que su término se produjo por alguna de aquellas señaladas en el artículo 161, en la fecha en que 

se invocó la causal, surgiendo el derecho a los incrementos legales pertinentes en conformidad a 

lo que disponen los incisos anteriores, esto es, de 30%, 50% o 80%, según sea el caso. Entonces, si 

el despido se fundó en la causal de necesidades de la empresa, ya sea que fue la primitivamente 

esgrimida, o es aquella que por ley deba entenderse como de término de la relación laboral, el 

empleador debe pagar la indemnización legal pertinente, pero aumentada en un 30%; por lo 

mismo, la calificación judicial que se haga del despido tiene como efecto económico el incremento 

legal respectivo sin incidir a los fines de la imputación de que se trata; razón por la que se debe 

colegir que si el contrato de trabajo terminó por esa causal según lo prescribe la primera 

disposición mencionada, procede aplicar lo que señalan los artículos 13 y 52 de la Ley N° 19.728, 

ergo, como la declaración judicial que se efectúe del despido no constituye un obstáculo para 

efectuar la imputación que se reclama, a juicio de la disidente, es correcta la interpretación que 

sobre la materia asumió la sentencia impugnada." (Corte Suprema, voto en contra de la Ministra 

Sra. Chevesich, considerando 4º). 

 


